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Extranjetos y Fronteras y los funcionarios de la Dirección 
General de Aduanas y de los lrnpuestos.Especiales de 
consumo, en lo referevte al ámbito de su competencia 

-' en materia de tr8fico rl,icito de estupefacrentes y sus- 
tancias sícotrópicas, trfifico de armas. explosivas y trans- 
porte ilícito de productos tbxicos. 

a 11) Para recibir la solicitud de autorización para ini- 
ciar la persecución o la comunicací6n del inicio de la 
persecucibn o el informe sobre su resultado, el Gabinete 
del Ministro de Administración Interna o la entidad por 
él designada. conforme al procedimiento previsto en el 
articulo 5 del presjente Acuerdo. 

1 ti) Por la Parte española: 
ti.¡) Para efectuar las operaciones de persecución 

fransfronteriza y, en colaboraci6n con los agentes poli- 
, ciales perseguidores -de la otra Parte. para determinar 

la identidad del perseguido o proceder a su dctcncibn. 
los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policíailos mietii- / bros del Cusrpo.de 11 Guardia Civil y los funcionarios 
de la Dirección General de  aduanas del Ministerio de 
Hacienda. en lo referente al ámbito de su cornpctcncia 
en materia de trafico ilícito de estupefacientes y de sus- 
tancias sicotrópicas, tráfico de armas, explosivos y trans- - porte ilicito dc productos tóxicos. 
, h.¡¡) Para recibir la solicitud de autori7aci6n para irii- 

i ciar la perseciiciiin o la comunicaci6n del inicio de la 
j persecución. asi como para recibir el informe sobrc su 
1 rssultado, la Subdirección Uperativa de la Direccióii 

General de la Policia. 
? 

' g 

; Articulo 5. 

Eri caso de dasignacibn de otra entidad cornpeterite 
4 por los Ministros de Administración Interna y del Interior, 

con arreglo a lo previsto en los párrafos a.ii) y b.ii) del 
articulo 4 del presentc Acuerdo. las Partes se notificarán 

I esta designación con una antelacidn mínima de setenta 
y dos horas. 

i Artícuio i. 
i 

Una vez presentada por una de las Partes una solicitud 

.l de deteiicián provisional a efectos de extradición, se apli- 
carán los Acuerdos suscritos por ambas Partes en mate  
ria de extradición. 

i 
Articulo 7. 

Ef presente Acuerdo entrara en vigor treinta dias des- 1 pués de la fecha en que ambas Partas se hayan notificado 
el cumplimiento de los tramites ex~gidos por su orde- 

; namiento jiiridico. 

Firmado en Albufeira a 30 de noviembre de 1998. 
en idiorna español y portuguks. siendo validos arribos 
textos. 

8 Par ef Reino de España. a.r.. Por iü Rcpúlilica de Portiiga!. 

Z 
JAiMt MAYOR ORFJA. JORGE PAUI O SACADURA 

Miniutro del Iiileriur ALMtlUA COELHO. 
Ministro de Administracion Interria 

El presente Acuerdo eriita e n  vigor cl  13 de febrero 
de 2000. treinta dlas después del intercambio de noti- 
ficaciones entre las Partcs. comunicando el cumplirnien- 
lo de los tramites exigidos por los respectivos ordena- 
miento~ jurídicos, según se establece en su artículo 7.' 

Lo que se hace público para cnnocimiento general. 
Madrid, 7 de fcbrcro de 2000.-El Secretario general 

tbcnico, Julio Núñez Montesinos. 
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32 6'8 REAL DECRETO 13 7/2000, 'de 4 de febrero. 
por el que se modifica el Reglamento de Pro- 
cedimiento Sancionador en materia de Td- 
ftm, Circulacidn de Vehfculos a Motor y Segu- 
ridad Vial, aprobado por Real Decreto 
320/7994, de 25 de febrero. 

El Reglamento de Procedimiento Sancionador en 
materia de Triifico, Circulaci6n de Vehiculos a Motor y 
Seguridad Vial. aprobado por Real Decreto 320/1994. 
de 25 de febrero. adecuó este procedimiento adrninis- 
trativo a la Ley 30/1992. de 26 de noviembre. de RBgi- 
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro- 
cedimiento Administrativo Comiin. La modificacióii de 
estti última por la Ley 4/1999. de 13 de enero. repercute 
necesariamente en algunos aspectos del procedimiento 
sancionador en niaieria dc trafico que es preciso ajustar 
a ta nueva normativa. 

La riueva rcgulacibn. que se contiene en el articu- 
lo 44.2 de la citada Lcy. del momento eri que surte 
sus efectos en los procedimientos sancionadores la falta 
de resolución expresa en el  plazo establecido exige modi- 
ficar, en el Reglarnento citado. el plazo en que se produce 
la caducidad regiilado en el articulo 16. De otra parte, 
la suprcsibn de la prohtbiciún de delegación de la potes- 
tad saricionadora. que se estahlecia en el antiguo articulo 
1 2 7 -2 de ia Ley 30/ 1 99 2: aconseja que se prevea expre- 
samente esta posibilidad fijando reglamentariamente las 
autoridades delegadas en el articulo 15. Al propio tiem- 
po. es preciso introducir algiinas modificaciories en este 
artículo al haber desaparecido la frgura de los Gober- 
nadores Civiles. 

Por ultimo. se modifica el articiilo 13.2 eri el sentido 
de precisar más nítidarncntc la distinción entre el trámite 
de audiencia ai interesado y la propuesta de resoIuci6n 
para ajustar dicho artículo al 84.4 de la Ley 30/1992.. 

Eri su virtud, a propuesta del Ministrn del Interior. 
previa aprobación del Ministro dc Administraciones 
Publicas. de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberacion del Conse-o de Ministros e n  sii reunión del 
día 4 ds febrera de iodo, 

D I S P O N G O :  

Articulo único. 

Los artículos 13.2. 1 5, 16 y 17.1 del Reglamento 
de Procedimiento Sancionador en rnat~tria de TrGfico, 
Circulación dc Vchiculos a Motor y Seguridad Vial, apro- 
bado por Real Decrelo 320/1994, de 25 dc fcbrcro. 
quedardn redactados del modo siguiente: 

aArtlcu10 13.2. 

Una vez concluida la instrucción del proce- 
dimiento y practicada la audiencia al interesado 
por el Órgano corr~spondiente. salvo cuarido rio 
figuren en el procedimiento ni sean tenidos en 
cuenta en la rcsolucidn oiros hechos y otras ale- 
gaciones y pruebas que las aducidas por el inte- 
resado, el instructor elevará propiiesta de resnlii- 
cibn al Órgano que tcnga atribuida la competencia 
sancioriadora para que dicte la resolución que pro- 
ceda.)) 

1. Los Delegados o Subdclcgados del Gobier- 
no. en su caso, y los Atcaldes, dictarán resolución 
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sancionadora ,o .resolucidn que declare la inexis-- 
tencia de responsabilidad .por: la infracción. Dicha ,, 

resolucihn se dicta'rd por escrito conforme previene 
el articulo 55.1 de la-.Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. de Rdgimen Jurídico de las Adminis- 
traciones Públicas y del Procedimiento Administra- 
tivo Común. salvo que los brganos administrativos 
ejerzan su competencia de forma verbal, en cuyo 
caso el titular de la competencia deberá autorizar 
una fetación de las que haya dictado de forma ver- 
bal, con expresibn de su contenido conforme pre- 
vieneiel articulo 55.2 de la referida Ley. La reso- 
lución habra de notificarse en el plazo de seis meses 
desde que se inici6 el procedimiento. deberá ser 
motivada y decidirá todas las cuestiones planteadas 
por los interesados y aquellas otras derivsdas del 
procedimiento. 

2. La recoluci6n no podrá tener en cuenia 
hechos distintos de los deiermiriiidos en la fase 
de instrucción del procedimiento, sin perjuicio de 
su diferente valoracidn jliridica. 
3. Las autoridades que iengah atribiiida la 

potestad sancldnadora en materia de trafico, 
circulacibn de vehiculos a motor y seguridad vial, 
podrhn delcgar sus competencias en los Jefes Pro- 

- vinciaies y Locales de Tráfico ci en Bstos y en los 
Subdelegados del Gobierno correspondienrcc cuan- 
do se trate del Delegado del Gobierno. t a  potestad 
sancionadora también podrh delegarse por los 
Alcaldes con arreglo a las normas por las que se 
rige la Adrninistracibn local. 

Articulo 16. 

Si no sc hubiese notificado la resoluci6n trans- 
curridos seis meses desde la iniciación del procc- 
diniientn. se producird la caducidad dc éste y se 
proceder& al archivo de las actuaciones, a solicitiid 
de cualquier interesado o de oficio por el propio 
01-gano competente para dictar la resolución. exccp- 
tu en las cnsos en que el procedimicnto se tiubieia 
paralizado por causa imputable a los interesados 
o cn c l  supuesto de suspensijn de[ procedimiento 
pievisio en el articulo 2.1 del presente Reglamento, 
así como tambien por las causas previstas en el 
artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 28 de noviem- 
bre. modificada por la Ley 4/1999. de 13 de cncio. 

Artículo 17.1 

Contra las resoluciones de los Subdelegados del 
Gobierno podrA interponerse recurso de alzada eri 
el plazo de un mes ante el Delegado del Gobierno. 
quicn podrá delegar la competencia para resoiver 
eri el Director general de Tráfico. Y contra las reso- 
luciones de los Dclegados del Gobierno podrh inter- 
ponerse recurso de alzada en el plazo de un mcs 
ante ef Ministro del Interior. quien igualrncnte podrá 
delegar la competencia para resolver en el Director 
general de Tráfico.ii 

Disposición final única. 

El presente Real Decreto enirare e n  vigor el día 
siguiente al de su publicaciiin en el *tBolctín Oficial de! 

' Estadoii. 

Dado en Madrid a 4 de febrero de 2000. 

JUAN CARLOS R. 

El Ministro del Interior, 
JAIME MAYOH OREJA 
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sobre compensací#n al transporfc maririmo 
y aérea de mercaticías con origeri o destino 
en las islas Canarias. 

En aplicación del mandato. contenido en el articu- 
lo 138.1 de la Constitucibn. de atender al hecho insular. 
desde cl año 1982 se viene regulando un régirrieri de 
coinpensacion al transporte marítimo y aereo de mer- 
cancías con origen o destino,en las islas Canarias. cuya 
finalidad es establecer un equilibrio competiiivo respectn 
al resto del territorio riacional, dada la lejanía de este 
archiotelaao v la reoercusión de los costes de los difc- 
rentes mohs'de transportc en cl precio de los productos. 
Dicho régimen de compensaciúri se ha ida actiial17ando 
año tras año. 

El articulo 7 de la Ley 19/1994. de 6 de julio, de 
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Cana- 
rias, ha dispuesto, como medida cornplementarra a !a 
aplicación de las disposiciones del Derecho comunitaria 
en las islas Canarias relativas a la lejanía y a la irisularidad, 
cl  establecimiento de una consignaciijn anual en los Pre- 
supuestos Generales del Estado con la finalidad dc tiba 
ratar el coste efectivo del transporte marítiriio y asreo 
de mcrcancias interinsular y entre las islas y la península. 
asi corno del transporte de las exportaciones dirigidas 
a la Unión Europea. estableciendo que el sisterna de 
concesibn dc dichas compeiisaciories se determinara 
reqtamentariainente. 

Este Real Decreto, qiie cuenta con el acuerdo del 
Gobisrno de Canarias. viene a dar cuniplirnienio a dictiu 
mandato legaf con cl objetivo de abaratar el GOS~F! efec- 
tivo del transporte y establecsr iin sistema que garantice 
su iricidencia directa en dicho coste, teniendo en cuenta 
~l principio de continuidad territorial coii la penínsiila. 

En ciianto al sistema escogido, tanto por parte de 
la Administración del Estado corrin a instancias del 
Gobierno de Cariarias y de los sectores productivos m5s 
importantes con implantacibn en el archipiélago por s i l  
repercusibn para la economía de las islas, se ha con- 
siderado como rnas operativo nptar por el mantenirnien- 
to de uri sistema similar al que ha venido rigiendo las 
cnrnriensaciones af transporte rnaritimo v akren desde 
1982. incorpor5ndose las mvdificaciones qiic! se han 
considerado precisas. desde la perspectiva de las nccc- 
sidades reales derivadas del sistema cconornico de las 
islas y de su adecuacidn a lo dispuesto en el artículo 7 
de la Ley 1911 994, anteriormente citada. 

En este sentido, la1 y como se pone dc manifiesio 
en la exposición de motivos de la Ley 19/1994, tina 
de las finalidades primordiales perseguidas por el legis- 
lador consiste cn la inserción y vertebraciiin dcl mercado 
intcrinsular y regional canario en el sistema scoribmicn 
riaciunal y en el entorno exterior de la ecanomla espa- 
ñola, mediante el estableciniiento de las ayudas precisas 
para el mejor aprovechamiento de los recursos endó- 
genos canarios y la comercializaciori de los productos 
agrícolas de exportacion. 

Para conseguir esto y garanti7ar que los producios 
agricolas endogenas de las islas. como eslabrin funda- 
nierital del sistema econoniico canar~o, puedan ser 
potenciados. se ha opiado por garantizar para Ioc rriic- 
mos un porcentaje fijo de la masa global de las con- 
sigriaciones presupuestarias que, en cada anualidad, se 
dest in~n a subvencionar el transporte dc mercancías. 

Sin embargo. esta iniciativñ respecto del sistema de 
compensaciones vigente hasta este moniento podría 
resultar discrimintitoria respecto de ntros productos si 


